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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 311/2023/1
PARTE ACTORA: 

********** ********** ********** ********** ********** ********** ********** **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI Y OTRAS AUTORIDADES.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veintidós de junio de dos mil veintitrés.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 311/2023/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el treinta de noviembre de dos mil veintidós, ********** ********** ********** **********, compareció en su carácter de apoderada de ********** ********** ********** ********** ********** ********** ********** **********, a demandar la nulidad de la boleta de infracción con número de folio 000266, de dos de febrero de dos mil veintitrés, emitida por la Gestión Ecológica y Manejo de Residuos del Ayuntamiento de San Luis Potosí.
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El veintitrés de marzo de dos mil veintitrés se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas para que en el término de ley formularan su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las doce horas del siete de junio de dos mil veintitrés, se celebró la audiencia de ley en este juicio, se inició esa diligencia sin la presencia de las partes. Enseguida, el Secretario de Acuerdos dio  lectura al escrito inicial de demanda  así como al oficio de contestación de la demanda signado por el Director de Gestión Ecológica y Manejo de Residuos del Ayuntamiento de San Luis Potosí, así como el signado por el Síndico Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora y por parte de las autoridades demandadas. En período de pruebas se tuvo  por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones, que fueron ofrecidas en tiempo y forma. En atención a lo anterior y al no haber pruebas pendientes por desahogar, se cerró ese período y  en periodo de alegatos el Secretario certificó que las partes no formularon alegatos,  por lo que con lo anterior, se dio por terminada la audiencia, y se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracciones I y V, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad municipal, particularmente porque se reclama una cuestión relativa a la imposición de una multa por infracción a las normas administrativas estatales.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

El acto materia de impugnación lo constituye la boleta de infracción con número de folio 000266, de dos de febrero de dos mil veintitrés, emitida por la Gestión Ecológica y Manejo de Residuos del Ayuntamiento de San Luis Potosí, cuya existencia queda evidenciada con la documental que fue exhibida por la parte actora, visibles en foja 17 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

Ahora, la litis en este juicio es determinar la legalidad o ilegalidad de la determinación enunciada en el párrafo previo, sobre la base de los agravios que formula la actora, la refutación que de los conceptos de impugnación planteados por la enjuiciada y los medios de pruebas que aportaron los contendientes.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de Notificación 
	Notificación surtió efectos

	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	02 de febrero de 2023
	02 de febrero de 2023
	03 de febrero de 2023
	07 de febrero al 21 de marzo de 2023

	21 de marzo de 2023


Como se desprende que cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba transcurriendo el plazo para su promoción.

CUARTO.- Legitimación. Por estar estrechamente vinculada la cuestión relativa a la legitimación de la parte actora con las cuestiones relativas a la improcedencia del juicio, esta Sala se avoca de al análisis de la causa de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dado que el análisis de esta constituye una condición previa para el análisis de fondo de la cuestión planteada.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis de jurisprudencia 1a./J. 25/2005 de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de la novena época, localizable bajo el registro digital número: 178665, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXI, la cual es del rubro y contenido siguiente:

PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA. El derecho a la tutela jurisdiccional establecido por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no es ilimitado, sino que está restringido por diversas condiciones y plazos utilizados para garantizar la seguridad jurídica. Así, las leyes procesales determinan cuál es la vía en que debe intentarse cada acción, por lo cual, la prosecución de un juicio en la forma establecida por aquéllas tiene el carácter de presupuesto procesal que debe atenderse previamente a la decisión de fondo, porque el análisis de las acciones sólo puede llevarse a efecto si el juicio, en la vía escogida por el actor, es procedente, pues de no serlo, el Juez estaría impedido para resolver sobre las acciones planteadas. Por ello, el estudio de la procedencia del juicio, al ser una cuestión de orden público, debe analizarse de oficio porque la ley expresamente ordena el procedimiento en que deben tramitarse las diversas controversias, sin permitirse a los particulares adoptar diversas formas de juicio salvo las excepciones expresamente señaladas en la ley. En consecuencia, aunque exista un auto que admita la demanda y la vía propuesta por la parte solicitante, sin que la parte demandada la hubiere impugnado mediante el recurso correspondiente o a través de una excepción, ello no implica que, por el supuesto consentimiento de los gobernados, la vía establecida por el legislador no deba tomarse en cuenta. Por tanto, el juzgador estudiará de oficio dicho presupuesto, porque de otra manera se vulnerarían las garantías de legalidad y seguridad jurídica establecidas en el artículo 14 constitucional, de acuerdo con las cuales nadie puede ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. Luego entonces, el juzgador, en aras de garantizar la seguridad jurídica de las partes en el proceso, debe asegurarse siempre de que la vía elegida por el solicitante de justicia sea la procedente, en cualquier momento de la contienda, incluso en el momento de dictar la sentencia definitiva, por lo que debe realizar de manera oficiosa el estudio de la procedencia de la vía, aun cuando las partes no la hubieran impugnado previamente.

En ese orden y conforme a lo establecido en el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Primera Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la empresa actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció a través de representante, quien acreditó sus facultades con la copia certificada del acta numero ********** ********** ********** **********, del tomo ********** ********** ********** **********del protocolo del Notario Público número ********** con ejercicio en el Primer Distrito Judicial de San Luis Potosí; respecto el interés jurídico o legítimo que señala el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala procede a analizar su existencia:

En primer término, se destaca, que la afectación a la esfera jurídica, es un elemento común, es decir opera cuando hablamos de interés legítimo o de interés jurídico, es por tanto, su elemento sustancial, dando lugar a la restitución en el goce de derechos, ya sea que le hubieren sido desconocidos o violentados. Lo anterior obliga entonces, a que con su actuar, la Autoridad cause de manera efectiva una afectación al Administrado, para que éste se encuentre en condiciones de comparecer a juicio solicitando la nulidad del acto de autoridad.

Sirve de apoyo a lo anterior por analogía, los siguientes criterios jurisprudenciales: 

“INTERÉS JURÍDICO E INTERÉS LEGÍTIMO EN EL JUICIO DE AMPARO. De la fracción I del artículo 5o. de la Ley de Amparo se obtiene que el quejoso es quien aduce ser titular de algún derecho subjetivo o interés legítimo (individual o colectivo) y, a su vez, plantea que alguna norma de observancia general, acto u omisión conculca algún derecho fundamental tutelado en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o en los instrumentos internacionales suscritos por México en la materia, a condición de que se trate, desde luego, de alguna afectación real y actual en su esfera jurídica, sea de manera directa o indirecta con motivo de su especial situación frente al orden jurídico. Ahora, el concepto de interés legítimo, como medida para acceder al juicio de amparo (tanto en lo individual como en lo colectivo), se satisface cuando el quejoso alega ser titular de algún derecho subjetivo (en sentido amplio) y reclama normas, actos u omisiones autoritarios que afectan a su esfera jurídica, directa o indirectamente. Es decir, para justificar el interés legítimo tratándose del reclamo de normas, actos u omisiones no provenientes de tribunales jurisdiccionales, no se requiere del acreditamiento de alguna afectación personal y directa (lo cual se conoce tradicionalmente como interés jurídico), sino que basta con cierta afectación real y actual, aun de manera indirecta, según la situación especial del gobernado frente al orden jurídico. Sin embargo ¿cuál es la razón por la cual el surtimiento del interés legítimo (tratándose de la impugnación de normas, actos u omisiones no provenientes de tribunales) se requiere acreditar, necesariamente, que la materia reclamada produzca alguna afectación real y actual en la esfera jurídica del quejoso. La razón estriba en que, por un lado, el juicio de amparo es improcedente contra actos inexistentes, futuros o de realización incierta y, por otro, porque aunque exista la norma, acto u omisión materia del reclamo, no basta con tener un interés simple para acudir al amparo, por ser condición necesaria demostrar, objetivamente, alguna afectación real y actual (no futura o de realización incierta) en la esfera jurídica del quejoso, en tanto que si no es cierta, real y actual, el examen de constitucionalidad versaría sobre un análisis abstracto de constitucionalidad que es ajeno al objeto y fin del amparo, porque en éste se requiere acreditar, forzosamente, la afectación jurídica en función de la existencia de la materia reclamada, a causa de la cual se plantee el perjuicio cierto, real y actual en la esfera de derecho. En efecto, para la procedencia del juicio de amparo, el interés simple o jurídicamente irrelevante es el que se puede tener acerca de lo dispuesto en alguna norma, actuación u omisión reclamable en amparo, pero que en realidad no afecta a la esfera jurídica o alguna situación especial del particular frente al orden jurídico cuestionado. De ahí que contra normas, actos u omisiones que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el interés legítimo para la procedencia del juicio de amparo, si bien no exige la existencia de algún agravio personal y directo, sí es condición el acreditamiento de cierta afectación real y actual en la esfera jurídica de quien lo promueve, aunque sea indirecta.”

 “INTERÉS LEGÍTIMO. CONTENIDO Y ALCANCE PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN I, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS). A consideración de este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el párrafo primero de la fracción I del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que tratándose de la procedencia del amparo indirecto -en los supuestos en que no se combatan actos o resoluciones de tribunales-, quien comparezca a un juicio deberá ubicarse en alguno de los siguientes dos supuestos: (I) ser titular de un derecho subjetivo, es decir, alegar una afectación inmediata y directa en la esfera jurídica, producida en virtud de tal titularidad; o (II) en caso de que no se cuente con tal interés, la Constitución ahora establece la posibilidad de solamente aducir un interés legítimo, que será suficiente para comparecer en el juicio. Dicho interés legítimo se refiere a la existencia de un vínculo entre ciertos derechos fundamentales y una persona que comparece en el proceso, sin que dicha persona requiera de una facultad otorgada expresamente por el orden jurídico, esto es, la persona que cuenta con ese interés se encuentra en aptitud de expresar un agravio diferenciado al resto de los demás integrantes de la sociedad, al tratarse de un interés cualificado, actual, real y jurídicamente relevante, de tal forma que la anulación del acto que se reclama produce un beneficio o efecto positivo en su esfera jurídica, ya sea actual o futuro pero cierto. En consecuencia, para que exista un interés legítimo, se requiere de la existencia de una afectación en cierta esfera jurídica -no exclusivamente en una cuestión patrimonial-, apreciada bajo un parámetro de razonabilidad, y no sólo como una simple posibilidad, esto es, una lógica que debe guardar el vínculo entre la persona y la afectación aducida, ante lo cual, una eventual sentencia de protección constitucional implicaría la obtención de un beneficio determinado, el que no puede ser lejanamente derivado, sino resultado inmediato de la resolución que en su caso llegue a dictarse. Como puede advertirse, el interés legítimo consiste en una categoría diferenciada y más amplia que el interés jurídico, pero tampoco se trata del interés genérico de la sociedad como ocurre con el interés simple, esto es, no se trata de la generalización de una acción popular, sino del acceso a los tribunales competentes ante posibles lesiones jurídicas a intereses jurídicamente relevantes y, por ende, protegidos. En esta lógica, mediante el interés legítimo, el demandante se encuentra en una situación jurídica identificable, surgida por una relación específica con el objeto de la pretensión que aduce, ya sea por una circunstancia personal o por una regulación sectorial o grupal, por lo que si bien en una situación jurídica concreta pueden concurrir el interés colectivo o difuso y el interés legítimo, lo cierto es que tal asociación no es absoluta e indefectible; pues es factible que un juzgador se encuentre con un caso en el cual exista un interés legítimo individual en virtud de que, la afectación o posición especial frente al ordenamiento jurídico, sea una situación no sólo compartida por un grupo formalmente identificable, sino que redunde también en una persona determinada que no pertenezca a dicho grupo. Incluso, podría darse el supuesto de que la afectación redunde de forma exclusiva en la esfera jurídica de una persona determinada, en razón de sus circunstancias específicas. En suma, debido a su configuración normativa, la categorización de todas las posibles situaciones y supuestos del interés legítimo, deberá ser producto de la labor cotidiana de los diversos juzgadores de amparo al aplicar dicha figura jurídica, ello a la luz de los lineamientos emitidos por esta Suprema Corte, debiendo interpretarse acorde a la naturaleza y funciones del juicio de amparo, esto es, buscando la mayor protección de los derechos fundamentales de las personas.”

“INTERES JURIDICO PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. A FIN DE TENERLO POR ACREDITADO NO BASTA LA PRESENTACION DE LA DEMANDA RESPECTIVA. De conformidad con lo dispuesto por los artículos 107, fracción I, de la Constitución General de la República y 4o. de la Ley de Amparo en relación con la fracción V del artículo 73 de este ordenamiento, el juicio de garantías se seguirá siempre a instancia de parte agraviada, lo que significa que uno de los presupuestos para la procedencia de la acción constitucional es la comprobación plena del interés jurídico del quejoso, pudiendo hacerlo por cualquiera de los medios de prueba previstos por las leyes, pero no basta para tenerse por acreditado el solo hecho de presentar la demanda respectiva, lo que implica únicamente la pretensión de excitar el órgano jurisdiccional, pero no la comprobación de que la ley o acto reclamado lesionan sus intereses jurídicos por lo que de no satisfacerse dichos requisitos, debe sobreseerse en el juicio de amparo.”

En el presente asunto, de las constancias de autos se advierte que la moral actora, acude a demandar en juicio de nulidad, entre otras, a la Dirección de Gestión Ecológica y Manejo de Residuos del Ayuntamiento de San Luis Potosí, así como al Inspector de dicha Dirección,  manifestando al inicio de dicho libelo, lo siguiente:

“********** ********** ********** **********, mexicana, mayor de edad, en mi carácter de apoderada de ********** ********** ********** ********** ********** ********** ********** **********” (…) acudiendo ante esta autoridad a solicitar la nulidad de la multa que se combate conforme a lo siguiente: …”

De igual manera en el escrito de demanda, en el capítulo denominado “ANTECEDENTES O HECHOS” la parte actora señala en lo conducente que:

“…a. El 02 de febrero de 2023, acudió al local comercial de mi representada ubicado en el número ********** de la ********** ********** ********** Colonia **********, C.P. 78000 un individuo que no se identificó y solicitó a uno de mis empleados que se exhibiera documentación de mi representada.

b. es importante señalar que de la boleta referida se puede apreciar que en ningún momento el inspector solicitó la presencia de cualquier persona con capacidad para atender su petición de los documentos requeridos, pues se entendió con diversos empleados.

c. De este modo el aparente inspector sin pedir mayor información y de forma totalmente arbitraría impuso una multa de carácter “pecuniario”.”

Como se aprecia de lo transcrito con antelación, la parte actora compareció en este juicio ostentándose como PROPIETARIO DE LA NEGOCIACION a la que en la boleta impugnada se identificó con el nombre o razón social denominada “********** **********” con el giro del establecimiento “**********”, como se desprende de su escrito inicial de demanda, empero del análisis al acto controvertido, es evidente que la sanción administrativa se impuso en lo personal a la persona física de nombre ********** ********** ********** **********.
En efecto, de la boleta de infracción impugnada con folio 000266, se advierte que la misma señala como infractor a: ********** ********** ********** **********, precisándose además el nombre o razón social de “********** **********” y con el giro del establecimiento de “**********” y estableciendo como lugar en el que se detectó la infracción, el ubicado en ********** ********** ********** , Zona **********, en esta Ciudad Capital. 

A continuación se digitaliza el acto impugnado:

********** SE INSERTA IMAGEN **********
Establecido lo anterior, el artículo 230, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, señala quienes son parte en el juicio. Así, la fracción I se refiere al actor, que puede ser el particular que se sienta afectado por actos o resoluciones de las autoridades, es decir la persona lesionada en su esfera jurídica con motivo de la actuación de la administración pública, a través de actos de autoridad o procedimientos administrativos.

Ahora bien, el accionante ofertó y se tuvieron admitidas las pruebas documentales que constan en autos a fojas 17 a la 32, consistentes en:

1. La boleta de infracción con folio 000266 emitida el dos de febrero de dos mil veintitrés, aplicada al infractor ********** ********** ********** ********** a quien como persona física se aplicó dicha sanción.
2. Copia certificada del acta numero ********** ********** ********** **********, del tomo ********** ********** ********** ********** del protocolo del Notario Público número ********** con ejercicio en el Primer Distrito Judicial de San Luis Potosí,  respecto de la Constitución de una sociedad de responsabilidad limitada de capital variable de nombre “********** ********** ********** **********”.

Lo anterior sin considerar los medios de prueba ofertados en los puntos 3 y 4 del Capítulo de Pruebas de su escrito inicial de demanda, respecto de las cuales, mediante proveído de quince de mayo de dos mil veintitrés, se tuvieron por desechadas por las razones ahí establecidas.

Ahora bien, de la valoración conjunta y enlace de los medios de convicción  aportados por la moral accionante se desprenden las siguientes cuestiones fácticas:

a) Que el dos de febrero de dos mil veintitrés, a través de la boleta de infracción con folio 000266 se asentó la infracción a nombre de ********** ********** ********** **********, con el nombre o razón social “********** **********”, con giro de establecimiento “**********”.
b) Que se identificó al infractor como persona física.
c) Que el tipo de infracción es omisión por la circunstancia de omitir el trámite de licencia ambiental municipal.
d) Que el lugar de la infracción es ********** ********** **********, Zona Centro y que el tipo de sanción es pecuniaria.
e) Que el veintitrés de noviembre de dos mil siete se constituyó la moral “********** ********** ********** **********”, cuyo objeto es entre otras, la comercialización de todo tipo de calzado de toda clase e índole, con domicilio en la ciudad de San Luis Potosí. 
Conforme a los argumentos antes establecidos, debe señalarse que para justificar el interés jurídico el actor debe acreditar el carácter con que se ostenta, para lo cual, en el caso, la moral refiere la calidad de propietario del establecimiento que dice fue materia de sanción por parte de la autoridad administrativa, advirtiéndose en primer orden, que en la boleta de infracción impugnada no se encuentra como destinatario de dicha sanción a la persona moral denominada “********** ********** ********** **********” ni mucho menos se ha justificado en la secuela de este procedimiento con medio de prueba idóneo, que el establecimiento dedicado al giro de “**********” y con el nombre o razón social de “********** **********” se encuentre bajo su representación o administración; dado que de un análisis de las documentales aportadas por la actora, no se acredita el vínculo jurídico entre la demandante y la receptora del acto de autoridad combatido.

Por otro lado, de igual manera se sostiene la falta de acreditación del interés jurídico en la actora, en la medida que con los medios de convicción antes reseñados, no se desprende que la persona jurídica compareciente resulte ser la propietaria de la negociación o en su caso tenga la representación del establecimiento ubicado en ********** ********** **********, Zona Centro, toda vez que la prueba documental relativa a la copia simple del acta constitutiva de la Sociedad denominada ““********** ********** ********** **********”, únicamente se hace constar la existencia legal de dicha sociedad, sin que esa mera referencia permita arribar al convencimiento de que es la propietaria o representante del establecimiento denominado “********** **********”, lo cual denota que dicha acta constitutiva se refiere a una sociedad mercantil diferente a la que se precisa en el acto impugnado, máxime que como se vio con antelación, el requisito de interés jurídico precisa el que exista certeza de que se trata de la misma persona moral a quien se encuentra dirigido el acto de controversia.

Lo anterior aunado, al hecho de que en la propia boleta de infracción se precisó que se identificó al infractor como una persona física con el nombre de ********** ********** ********** **********, lo que guarda relación para presumir que fue a dicho individuo a quién se sancionó, atendiendo a que en la boleta la actuación se verificó con una persona de nombre ********** **********, de donde puede establecerse válidamente que en el acto impugnado, la autoridad reconoció el carácter de infractor a la persona física antes señalada, más no así a la moral compareciente, la que además no justifica la relación que guarda con el infractor, de donde el promovente carece de interés jurídico en la presente controversia. 

Cobra aplicación a lo anterior, el criterio que enseguida se transcribe:

“INTERES JURIDICO EN EL JUICIO DE AMPARO. DEBE ACREDITARSE EN FORMA FEHACIENTE EL. En el juicio de amparo, el interés jurídico debe acreditarse en forma fehaciente y no tratar de demostrarlo a base de presunciones.”
 


Luego entonces, al no haberse demostrado plenamente el interés jurídico, es decir la titularidad que a la parte actora corresponde en relación a los derechos u obligaciones  afectados  por  el  acto  de  autoridad que reclama,  el actor carece de interés jurídico para ejercitar la acción que en calidad de apoderado legal pretende, por lo cual se actualiza la causal de improcedencia advertida por esta Primera Sala Unitaria.

Del resultado de las anteriores consideraciones, esta Primera Sala Unitaria determina que al acreditarse la causal de improcedencia señalada por el artículo 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es dable decretar el sobreseimiento de la presente causa, acorde a lo previsto por la fracción II del artículo 229, del ordenamiento legal mencionado.

Considerando que esta Sala Unitaria ha decretado el sobreseimiento, resulta innecesario el estudio de los demás argumentos planteados, en virtud de que no cambiaría el sentido de esta decisión. Queda sustentado lo anterior por analogía al caso que nos ocupa, en el criterio pronunciado por el Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Séptimo Circuito, publicado en el Semanario Judicial de la Federación, en el Tomo X, Marzo de 1993, página 233, Octava Época, que a la letra dice:

“CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO, ASI COMO DE LOS DEMAS  AGRAVIOS. Al estimarse que en el juicio de garantías se surte una causal de improcedencia y que debe sobreseerse en el mismo con apoyo en los artículos relativos de la Ley de Amparo, resulta innecesaria el estudio de las demás que se aleguen en el caso y de los restantes agravios, porque no cambiaría el sentido de la resolución.”
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracciones I,  III, y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y artículos 228 fracción II y 229 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE;
PRIMERO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando Cuarto de la presente resolución.

SEGUNDO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora; y por oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.- (RUBRICAS)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Artículo 40 del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.  


� Según el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 
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